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El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
PRISIÓN DOMICILIARIA / PADRE O MADRE CABEZA DE FAMILIA / REQUISITOS / DEPENDENCIA EXCLUSIVA Y ABSOLUTA RESPECTO DEL PROCESADO / NO SE CUMPLE EN ESTE CASO.
… los presupuestos básicos del instituto jurídico de la prisión domiciliaria bajo la égida de padre o madre cabeza de familia, el cual se encuentra regulado por la Ley 750 de 2002, y tiene como propósito la protección de los derechos de los menores de edad o personas inválidas o discapacitadas que se encuentren bajo el exclusivo cuidado y la protección del sentenciado; sin embargo, su reconocimiento, tras acreditarse tal calidad, estaría ligado a los principios y funciones que debe cumplir la pena, acorde con lo consignado en los artículos 3º y 4º del Código Penal, además, debe preverse que el delito por el que se ha impuesto la sanción punitiva no sea susceptible de prohibición legal.
… la Corte Constitucional en Sentencia SU-389 de 2005…, dijo que para tales fines era necesario: 

“(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento… (ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente… (iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición.”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, esta Sala de Decisión puede advertir de manera anticipada que la decisión de primer nivel se encuentra ajustada a derecho y a los parámetros normativos aplicables al mismo, toda vez que no hay lugar a predicar que en el actual hogar de los ascendientes del señor AOH se presencie un escenario de abandono, necesidad de amparo o protección cuya posibilidad de emerger recaiga de manera exclusiva sobre aquel…
REPÚBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO


TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA

SALA DE DECISIÓN PENAL

Magistrado Ponente
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

AUTO INTERLOCUTORIO DE SEGUNDA INSTANCIA

Pereira, diecisiete (17) de noviembre de dos mil veinte (2020)
Hora: 2:00 p.m. 
Aprobado según Acta No. 816
	Radicación:
	11001-31-87-028-2018-34814-01

	Procedencia: 
	Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad 

	Sentenciado:
	AOH

	Apoderado:
	Dr. Gustavo Ríos Bedoya  

	Delito:
	Tráfico, fabricación o porte de estupefacientes  

	Decisión:
	Confirma auto que niega prisión domiciliaria


ASUNTO:
Se pronuncia la Corporación en torno al recurso de apelación interpuesto por el Defensor del sentenciado AOH, así como por este último en su propio nombre, en contra del auto proferido por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira en las calendas del 28 de febrero de 2020, que le negó la sustitución de la prisión intramural por domiciliaria como padre cabeza de familia. 

ANTECEDENTES:
Mediante sentencia proferida por el Alto Tribunal de la Región Administrativa de Hong Kong en las calendas del 1º de marzo de 2016, se declaró la responsabilidad criminal del señor AOH por incurrir en el delito de Tráfico de Drogas Peligrosas, imponiéndole como consecuencia de ello una pena privativa de la libertad por lapso de 13 años, siendo recluido en la Prisión de Stanley.
Más adelante, el Ministerio de Justicia y del Derecho autorizó la deportación del sentenciado por medio de la Resolución 0311 del 9 de mayo de 2017, por encontrarlo inmerso en una de las hipótesis de criterio humanitario contemplada por la Comisión Intersectorial para el Estudio de las solicitudes de repatriación de presos. 
El señor AOH fue inicialmente trasladado al Establecimiento Penitenciario y Carcelario La Picota, pero después obtuvo su transferencia al Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario La 40 de Pereira, momento a partir del cual el Juzgado 1º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira asumió la vigilancia de la condena, hallando que se encontraba pendiente por resolver una solicitud de prisión domiciliaria presentada por el sentenciado, bajo la condición de padre cabeza de familia. 
LA PETICIÓN DE PRISIÓN DOMICILIARIA:

Los argumentos invocados por el señor AOH para deprecar una solicitud de prisión domiciliaria por detentar la condición de padre cabeza de familia, o jefe de hogar, consisten en aseverar que sus dos padres se encuentran en precarias condiciones de salud, y que incluso esa circunstancia incidió para que se le concediera su solicitud de repatriación desde Hong Kong hacia Colombia, por motivos humanitarios. 
Así, refiriéndose a la situación de los progenitores, indicó que su padre, el señor AIMER ANTONIO OROZCO RAMÍREZ, de 66 años de edad, es un paciente terminal que padece osteoporosis, hipertensión arterial, enfermedad renal crónica en diálisis y diabetes mellitus, adicionalmente, sufre pérdida visual total en un ojo y parcial en el otro, y fue sometido a una osteotomía de tibia y peroné, que implica la amputación de una de sus piernas. Por otro lado, su señora madre, MARTHA LUCÍA HERRERA VARGAS, con 67 años de edad, sobrelleva una neuropatía crónica severa, ocasionada por un herpes zoster, y además de soportar su enfermedad, funge como “bastión” de su padre, lidiando con cada una de sus enfermedades. Ambos subsisten con el pago de la pensión de la que es acreedor el señor AIMER ANTONIO, la cual asciende a la suma de $1’793.043, pero, con los respectivos descuentos en salud, un crédito bancario con Sudameris y otro con la empresa Kusida, termina recibiendo un neto de $876.992, cifra de la que a su vez debe tomar $530.000 para el pago de arrendamiento del sitio en el que residen.
Señaló de igual manera el señor AOH que, aunque sus padres tienen otra hija, VOH, lo cierto es que ella no tiene posibilidades de brindarles el cuidado y apoyo que necesitan, porque a su vez ha formado un hogar con alguien y ha procreado dos hijas.
Por otro lado, sostuvo que su intención es la de vivir con sus padres y cubrir sus necesidades por medio de un trabajo que le ofreció alguien llamado ÓSCAR EDUARDO GONZÁLEZ. 

EL AUTO OPUGNADO:
El Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, mediante decisión adoptada el 28 de febrero de 2020, resolvió negar el sustituto penal de la prisión domiciliaria como padre de familia invocada por el señor AOH, toda vez que no se hallaron reunidos los requisitos para considerar que el sentenciado detenta esa condición de jefatura del hogar necesaria para acceder a tal pretensión, y es que la valoración que hiciera el A quo de la visita sociofamiliar realizada por la trabajadora social, le permitió llegar a las siguientes conclusiones cardinales para la negativa de dicho subrogado: a) QUE no puede predicarse en el hogar del sentenciado una deficiencia sustancial de ayuda por parte de los demás miembros de la familia; b) QUE AOH no es el único hijo de los señores AIMER ANTONIO y MARTHA LUCÍA, pues también cuentan con la presencia de una hija, VOH, quien los visita dos veces en la semana y les ayuda con los quehaceres del hogar; c) Que la señora MARTHA LUCÍA HERRERA VARGAS, pese a padecer algunos quebrantos de salud, tiene las capacidades físicas y mentales para cuidar de su esposo AIMER ANTONIO OROZCO RÍOS, única persona discapacitada en el hogar, y que ha sido Ella quien siempre ha desempeñado ese papel de cuidado; d) Que cuando el señor AOH fue detenido en Hong Kong, ya llevaba un año en ese lugar, y durante todo ese lapso no estuvo presencialmente a cargo de sus padres. 
SINOPSIS DE LOS RECURSOS INTERPUESTOS:
En contra de esa decisión, el señor AOH y su apoderado, el Dr. GUSTAVO RÍOS BEDOYA, en escritos independientes, interpusieron dentro de los términos de ley el recurso de reposición, y en subsidio de apelación. 

· En lo que tiene que ver con la argumentación presentada por el señor AOH para sustentar su reposición y subsidiaria alzada, argumentó que el Despacho vigilante de su pena le restó gravedad a otras de las patologías que aquejan a sus progenitores; así, dejó de ver que el señor AIMER ANTONIO sufre osteoporosis e hipertensión arterial, y que además él es catalogado como un paciente terminal, mientras que su señora madre MARTHA LUCÍA, padece neuropatía crónica, una enfermedad grave que involucra el sistema nervioso, y se caracteriza por ocasionar un dolor incontrolable, siendo además de progresión lenta, a lo que se debe aunar el hecho que la simple edad avanzada incapacita a las personas para desarrollar determinadas tareas, y ella es una mujer de 67 años de edad.
Por otro lado, reconoció que su hermana asiste a sus padres 2 veces por semana, lo que indica que ellos se encuentran desamparados en los 5 días restantes, porque Ella no dispone de más tiempo, al tener bajo su cuidado a dos hijas menores de edad. 
En lo que tiene que ver con los ingresos económicos de sus padres, insistió en que Ellos reciben un salario mínimo, pero de allí pagan el arriendo y los servicios públicos, por eso su alimentación no es buena, dado que el presupuesto familiar no les alcanza. 

Pidió que, por razones humanitarias, se aplique una excepción de inconstitucionalidad a cualquier norma que resulte contraria a la Constitución y vulnere los derechos fundamentales de quienes son sujetos de especial protección. 

· Por su parte, el abogado del señor AOH expuso que las exigencias que demanda la concesión del subrogado reclamado en el Estatuto de Procedimiento Penal y la Ley 1232 de 2008 son pocas, pues basta con demostrar la calidad de cabeza de familia respecto de un hijo menor o de una persona dependiente del sentenciado, esto es, el mecanismo sustitutivo de marras no está supeditado a la inexistencia de antecedentes, ni tampoco es materia de estudio para su otorgamiento la naturaleza del delito, como tampoco cabría ningún tipo de estudio de orden subjetivo. 
Por otro lado, aseveró el recurrente que el Juez de instancia se equivoca al visualizar el beneficio de la prisión domiciliaria como exclusivo para el sentenciado, cuando en realidad lo sería para las personas en estado de desprotección. Además, debe tenerse en cuenta que dicho subrogado de todos modos continúa siendo una medida de privación de la libertad. 

Entonces, según su criterio, debe concederse la prisión domiciliaria por padre cabeza de familia al señor AOH, pues hay en su familia una deficiencia sustancial de ayuda, además, debe ponderarse el derecho superior del núcleo familiar y, por último, garantizar la protección de los adultos mayores que son sujetos de especial protección por parte del Estado. 

EL AUTO QUE DESATÓ EL RECURSO DE REPOSICIÓN:

El Juzgado de primer nivel se pronunció al respecto mediante auto del 14 de mayo de 2020, en el que decidió no reponer la decisión inicial, porque, en su criterio, no eran de recibo los argumentos presentados por la Defensa para sustentar su discrepancia, la cual, refirió que la naturaleza del delito no podía ser una limitante para la concesión del subrogado, y que no había lugar a evaluar los antecedentes penales o algún otro componente subjetivo; sin embargo, resaltó el A quo que al momento de decidir sobre la solicitud de prisión domiciliaria del señor AOH, en ningún momento efectuó algún pronunciamiento relacionado con esos aspectos, dado que la base para no acceder a esa pretensión consistió en que él no ostenta la calidad de padre cabeza de familia. 
De igual manera, el Despacho se pronunció en torno a la difícil situación económica que atraviesa la familia del sentenciado, pero resaltó que ese argumento no se erige como fundamento principal para poder otorgar el sustituto reclamado, porque la norma va encaminada a salvaguardar el interés de los menores y personas inválidas o discapacitadas que se encuentren única y exclusivamente a cargo del condenado, lo que en este asunto no se logró avizorar. 

Seguidamente, el Despacho decidió conceder el recurso de apelación interpuesto de manera subsidiaria. 

AMPLIACIÓN DEL RECURSO DE ALZADA:

El profesional del derecho, Dr. Gustavo Ríos Bedoya, tras conocer el contenido del auto por medio del cual el Despacho de primer nivel no repuso su decisión de negarle al sentenciado la prisión domiciliaria, presentó un escrito en el que argumentó que le parece inhumano decir que los padres del señor AOH no se encuentran desprotegidos porque se cuidan mutuamente; y es que, según él, el A Quo dejó de analizar que ambos son personas de la tercera edad, y que ambos padecen enfermedades ampliamente descritas en esta actuación. Además, si alguna duda surgía en tal sentido, debió el Juez requerir dicha historia o ir más allá y enviar a los padres del sentenciado a Medicina Legal. 
Refirió que las condiciones de abandono y desprotección deben mirarse desde una perspectiva humanista y no únicamente material, así, se corroboraría que Ellos presentan una verdadera deficiencia sustancial que hace necesaria la presencia de su hijo para una mejor calidad de vida. 
Por otro lado, frente a lo dicho por el A Quo respecto del tema económico, expuso el Letrado que dicho aspecto “no fue fundamento de la petición” y que lo que verdaderamente se pide es un acto humanitario alejado de cualquier tesis peligrosista, y es que la visita de una hija a los padres dos veces a la semana no puede llevar a concluir que con ello se tengan cubiertas las necesidades de cuidado y acompañamiento; además, no se puede dejar de lado que debido a la actual presencia del Covid 19, que obligó al distanciamiento social, dicha circunstancia incide para que Ella ya no pueda visitarlos. 
De igual manera, argumentó el Abogado que el enrostrar la conducta que llevó al sentenciado a infringir el ordenamiento penal, desnaturaliza el objeto de estudio del problema jurídico, que no es otro que la protección de los adultos mayores. 
Además, el Juez de instancia no tuvo en cuenta los demás elementos que obran en la carpeta, como por ejemplo una declaración extrajudicial rendida por el señor Óscar Eduardo González Llanos. 

Frente a la visita de la trabajadora social, sostuvo el recurrente que el A Quo ignoró que el señor ALEXÁNDER se hacía cargo de sus padres antes de resultar condenado, y que su hija, al ser ama de casa, no puede apoyarlos por no recibir ingresos; y otra cosa que no se dijo, es que el padre del interno mide 1.90 cms y pesa 80 kgm. 
Tampoco se contempló en la decisión opugnada que si el Ministerio de Justicia y del Derecho permitió la repatriación del condenado fue precisamente por razones humanitarias y teniendo en cuenta la condición de sus padres, y es ese criterio humanitario el que se pretende obtener en esta oportunidad.
De otro lado, hoy en día, debido a la presencia del Covid 19, enfermedad infecciosa y de sensible transmisión, según lo ha dicho la Organización Mundial de la Salud, debe aplicarse el principio Pro Homine, adoptando medidas urgentes para preservar la vida y la salud de los internos, dada la posición de garante que tiene el Estado, para evitar una tragedia humana en caso de un contagio del virus en las cárceles. Desde esa perspectiva también pidió que a su prohijado se le conceda la prisión domiciliaria, teniendo en consideración la crisis de hacinamiento vivida en las cárceles y las pocas oportunidades de atención en salud, y para ello, pidió que se tenga en cuenta el proceso de resocialización que ha logrado el interno.   

Así las cosas, pidió que se revoque la decisión, y en su lugar se conceda el recurso deprecado. 

PARA RESOLVER SE CONSIDERA:

- Competencia:

La Sala está habilitada funcionalmente para desatar la impugnación interpuesta en contra del auto referido al inicio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 80 de la Ley 600 de 2000, que ha regido el curso de este proceso.

- Problema jurídico:
Le corresponde a la Colegiatura determinar en esta oportunidad si el sentenciado AOH reúne los requisitos para ser considerado como cabeza de familia, de tal manera que se le deba conceder en sede de segunda instancia el mecanismo sustitutivo de la prisión intramural por domiciliaria, para que de esta manera pueda asumir el cuidado de sus progenitores, de quienes afirma, se encuentran carentes de ayuda y protección para satisfacer sus necesidades mínimas. 

- Solución:

Como punto de partida, la Sala debe hacer alusión a los presupuestos básicos del instituto jurídico de la prisión domiciliaria bajo la égida de padre o madre cabeza de familia, el cual se encuentra regulado por la Ley 750 de 2002, y tiene como propósito la protección de los derechos de los menores de edad o personas inválidas o discapacitadas que se encuentren bajo el exclusivo cuidado y la protección del sentenciado; sin embargo, su reconocimiento, tras acreditarse tal calidad, estaría ligado a los principios y funciones que debe cumplir la pena, acorde con lo consignado en los artículos 3º y 4º del Código Penal, además, debe preverse que el delito por el que se ha impuesto la sanción punitiva no sea susceptible de prohibición legal.
Sobre el primero de los aspectos, debemos tener en consideración inicialmente que para poder reconocer en favor del privado de la libertad la calidad de padre cabeza de familia, es necesario, como ya se anunció, que de las personas que afirma tener bajo su esfera de cuidado, efectiva e inequívocamente se pueda predicar una situación de desamparo, por no contar con persona alguna, diferente al sentenciado, que pueda brindarles un apoyo efectivo y asumir el rol de jefatura del hogar, ante la carencia de dicha figura en núcleo familiar. 
Sobre el particular, la Corte Constitucional en Sentencia SU-389 de 2005, de la que fuera ponente el Magistrado Jaime Araujo Rentería, dijo que para tales fines era necesario que: 
“(i) Que sus hijos propios, menores o mayores discapacitados, estén a su cuidado, que vivan con él, dependan económicamente de él y que realmente sea una persona que les brinda el cuidado y el amor que los niños requieran para un adecuado desarrollo y crecimiento; que sus obligaciones de apoyo, cuidado y manutención sean efectivamente asumidas y cumplidas, pues se descarta todo tipo de procesos judiciales y demandas que se sigan contra los trabajadores por inasistencia de tales compromisos. (ii) Que no tenga alternativa económica, es decir, que se trate de una persona que tiene el cuidado y la manutención exclusiva de los niños y que en el evento de vivir con su esposa o compañera, ésta se encuentre incapacitada física, mentalmente o moralmente, sea de la tercera edad, o su presencia resulte totalmente indispensable en la atención de hijos menores enfermos, discapacitados o que médicamente requieran la presencia de la madre. (iii) Lo anterior, sin perjuicio de la obligación que le asiste de acreditar los mismos requisitos formales que la Ley 82 de 1993 le impone a la madre cabeza de familia para demostrar tal condición.”
Aterrizando los anteriores presupuestos al caso bajo estudio, esta Sala de Decisión puede advertir de manera anticipada que la decisión de primer nivel se encuentra ajustada a derecho y a los parámetros normativos aplicables al mismo, toda vez que no hay lugar a predicar que en el actual hogar de los ascendientes del señor AOH se presencie un escenario de abandono, necesidad de amparo o protección cuya posibilidad de emerger recaiga de manera exclusiva sobre aquel, pues contrariamente, se avizora que en la familia nuclear del sentenciado, conformada por la pareja de esposos AIMER ANTONIO OROZCO RÍOS y MARTHA LUCÍA HERRERA VARGAS, con sus dos hijos AOH y VOH, y pese a las dificultades suscitadas por las enfermedades que aquejan a los padres, y los presuntos aprietos económicos que deben sobrellevar, existen de igual manera aspectos que permiten concluir que ese rol fundamental o necesario para poder conceder el subrogado reclamado, que es el de ostentar la jefatura del hogar, en el caso del aquí procesado no existe.  
Es cierto que los relatos del señor AOH frente al estilo de vida de su familia parental resultan lamentables, claramente hay constancia en el expediente de una serie de dificultades que sus progenitores padecen, pero esto se debe a situaciones contingentes que no dependen de él, y que, como ya se dijo, no resultan suficientes para afianzar la teoría de que su regreso a casa es necesario, por tener ese componente de exclusividad en su persona, esto es, por ser el único facultado, capacitado y responsable de brindarles apoyo en sus necesidades. No podemos dejar de ver que los señores AIMER ANTONIO y MARTHA LUCÍA cuentan con otra hija, que precisamente en virtud de esa calidad, tiene para con sus padres un deber moral y legal de protección, respaldado por el principio de solidaridad con la familia, considerando que goza de libertad, vive en la misma ciudad y se encuentra en óptimas condiciones físicas, pues se trata de una persona joven, con capacidades para prestarles apoyo emocional y físico las veces que sea necesario.
De igual manera, esa necesidad de acompañamiento y colaboración en los progenitores del sentenciado, al menos por ahora, no puede ser considerada como permanente o total, pues está demostrado que ellos conviven en la actualidad como lo han hecho durante muchos años, prestándose acompañamiento mutuo, y, considerando que el padre sufre de enfermedades catastróficas que lo hacen dependiente de terceras personas, cuenta con el auxilio de su esposa que, si bien está enferma, no padece una patología que haya sido catalogada por un médico como incapacitante, y está claro que Ella, pese a las dificultades, sigue prestando de manera continua la atención debida al señor AIMER ANTONIO, lo que tampoco tendría vocación de cambiar si se llegara a otorgar la sustitución de la prisión intramural por la domiciliaria al sentenciado, quien dejó ver que su interés es el ocuparse en alguna labor para mejorar los ingresos económicos familiares, mas no para hacer presencia en el hogar llevando a cabo las tareas de ayuda física que su padre requiere para suplir sus necesidades básicas, las que, como ya se dijo, ha venido cumpliendo su esposa en el día a día. 
Otro aspecto de relevancia, lo constituye el que el padre sea beneficiario de una mesada pensional fija, equivalente (tras los descuentos por aportes a salud y otros derivados de la voluntad del pensionado) a un salario mínimo legal mensual vigente, la cual, si bien ha de reconocerse, no representa una cifra significativa para una vida holgada, ha sido el ingreso económico que permite la congrua subsistencia de ese hogar, por lo menos desde que ALEXÁNDER se encuentra privado de la libertad, además, no hay absolutamente ninguna constancia que refleje que esa situación era diferente cuando él estaba afuera, o sea, que para ese entonces efectivamente constituyera un apoyo económico para los padres, que les permitiera en esa época vivir de una mejor manera; ello, aunado a que, a partir de ese reconocimiento pensional con que cuenta el señor AIMER ANTONIO, se deriva el pago de los aportes al Sistema General de Seguridad Social, de los que se desprende la posibilidad de acceder en todo momento a los servicios de salud, aspecto que resulta siendo importante a efectos de determinar esas carencias que en verdad pudieran comprometer su vida en condiciones de dignidad y el nivel real de su abandono. 
Por otro lado, debemos analizar, como acertadamente lo hizo el A quo, que durante los cuatro años que el señor AOH permaneció por fuera del país, la vida de sus padres transcurrió de manera normal, es evidente que no vivían con él, aun cuando su padre ya tenía unos diagnósticos bastante delicados, y pese a ello, no contaba con el acompañamiento presencial de su hijo, con lo que se demuestra que no es imprescindible su presencia en casa para que ellos sigan el curso natural de sus vidas.  
Ahora bien, aunque tanto el señor AOH como su representante judicial se esforzaron en resaltar que esa calidad de padre cabeza de familia, casi que debería reconocérsele de manera automática al sentenciado por el simple hecho que el Ministerio de Justicia y del Derecho le hubiese autorizado la repatriación por razones humanitarias desde una cárcel de Hong Kong hacia una del país, atendiendo las especiales condiciones de salud de sus progenitores, especialmente la del señor AIMER ANTONIO, la Sala debe precisar sobre ese particular que no hay lugar a hacer una analogía frente a los parámetros o exigencias que se estudian para el otorgamiento de uno y otro beneficio que, entre otras cosas, en nada se relacionan, entonces, la gracia concedida por la Cartera Ministerial al señor AOH, no equivale a un reconocimiento por vía judicial del rol de jefe del hogar, que como ya se dijo, implicaría que fuera él, y nadie más que él, quien pudiera encargarse de unos padres que a su vez, deberían estar en una situación de abandono que abarcara todos los aspectos esenciales para la supervivencia del ser, esto es, a nivel económico, físico y emocional, cosa que, como ya se ha dicho a lo largo de este proveído, no se refleja en el caso puesto en consideración de la Sala.   
Ahora, en relación con lo dicho por el profesional del derecho recurrente en este asunto, quien asevera que el A quo debió, en uso de sus facultades probatorias, y ante la presencia de dudas, ampliar los dictámenes médicos obrantes en la historia clínica aportada, a través de un concepto de un profesional de medicina legal, debe decir la Sala que tal apreciación no puede ser de recibo, porque es claro que la carga argumentativa y demostrativa en este tipo de solicitudes recae sobre el interesado, sin que exista posibilidad alguna de trasladar esa obligación al Juez como si se estuviera en la modalidad de un trámite oficioso, pues, por el contrario, quien pretenda el reconocimiento de un status de padre cabeza de familia, debe poner ante el Juez que vigila la ejecución de la pena todas las herramientas y pruebas concluyentes para demostrar que en realidad puede ser catalogado como tal, porque tiene unas personas discapacitadas bajo su custodia y cuidado, y que no existe otra u otras personas que puedan relevarlo en dicho rol.  

De otro lado, en lo que tiene que ver con las afirmaciones que hiciera el abogado apelante, las que consisten en asegurar que por el distanciamiento social que se deriva de la presencia del Covid-19 en Colombia, la hija de los señores AIMER ANTONIO y MARTHA LUCÍA no podía visitarlo, debemos recordar en primer lugar que si bien es cierto, debido al estado de Emergencia Económica, Social y Ecológica en todo el territorio nacional, declarado por medio del Decreto presidencial 417 de 2020, y en virtud de la potencial amenaza de contagio del virus se restringió la libre circulación de las personas en el país, ordenando una medida denominada “aislamiento preventivo obligatorio” en la que solo podrían salir de sus lugares de residencia quienes estuvieran inmersos en unas causales y/o con unos propósitos específicos, como la adquisición de elementos de primera necesidad, como aquellos que conforman la canasta familiar, pero, es de aclarar que otra de esas hipótesis era la de cumplir con el deber de asistencia y cuidados a personas con discapacidad, como así quedó plasmado en el numeral 4º del artículo 3º de dicho Decreto; de igual manera, esa medida preventiva se fue tornando más flexible, hasta que en las calendas del 25 de agosto de 2020 se expidió el Decreto 1168 de 2020 que promovió el “aislamiento selectivo con distanciamiento individual responsable”, en el que se dio inicio a lo que hoy en día llamamos la nueva normalidad, en la que prácticamente cada ciudadano asume su autocuidado, sus medidas de protección y de manera voluntaria está facultado para decidir cuándo circular por lugares ajenos a su residencia, aun cuando estos fueren públicos.   
Así mismo, para esta Corporación resulta inválido lo pretendido por el Defensor del sentenciado, quien prácticamente cae en el error de considerar que el hecho de contar con una garantía de acceso al trabajo por fuera del establecimiento carcelario resulta ser un factor determinante para acceder al beneficio de marras; no lo es, porque como insistentemente se ha explicado, antes de adelantar cualquier estudio subsidiario al interior de un debate de esta naturaleza, es necesario que primigeniamente se acredite que el sentenciado detenta la condición de padre de familia, porque solo es al momento de superar dicho requisito que la Judicatura automáticamente se obliga a realizar el análisis de los demás aspectos de índole objetiva y subjetiva.  

Ahora, cuando el recurrente expone que las personas privadas de la libertad deben ser protegidas por el Estado debido a la presencia del Coronavirus y que se debe respetar el principio Pro Homine, tomando medidas para proteger la vida de los reclusos, la Sala no hará mayores elucubraciones, porque es ese un tema completamente ajeno a este debate, e incluso, tras decretar el Estado de Emergencia Sanitaria, fue el mismo Gobierno Nacional quien expidió una herramienta idónea para deprecar este tipo de solicitudes, cual es la consagrada en el Decreto Legislativo 546 del 14 de abril de 2020, en la que se establecieron directrices específicas de carácter transitorio para la concesión de la subrogación de la pena de prisión por domiciliaria a todos aquellos privados de la libertad que no se encuentren excluidos en el listado taxativo consagrado en el artículo 6º Ejusdem. 
Finalmente, de acuerdo a lo argumentado por el recurrente frente a la supuesta valoración que se hiciera de la naturaleza del delito y aspectos de orden subjetivo ajenos a la valoración de la acreditación de la calidad de cabeza de familia, es necesario decir que en ningún momento el A quo efectuó un análisis en tal sentido, por lo que no se explica la Colegiatura de dónde sacó tal idea, que más bien parece sacada de un documento tipo formato que, en tal sentido, no logra ajustarse a la realidad procesal, por lo que no merece ningún pronunciamiento.
Así las cosas, considera la Sala que no les asiste razón a los recurrentes y por ende el señor AOH no ostenta la calidad de padre cabeza de familia, y por ello no puede serle reconocido el beneficio de la prisión domiciliaria acorde con esa causal. 

Lo anterior es suficiente para concluir que la decisión objeto de alzada será confirmada.
En mérito de todo lo antes expuesto, la Sala de Decisión Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Administrando Justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR la decisión proferida por el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, el 28 de febrero de 2020, por medio del cual le negó la prisión domiciliaria, por no detentar la condición de padre cabeza de familia al procesado AOH, ello por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: ORDENAR la devolución del expediente a su Juzgado de origen, y declarar que en contra la presente decisión no procede recurso alguno.

NOTIFÍQUESE Y DEVUÉLVASE
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
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